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ASUNTO
Resuelve la Sala la impugnación interpuesta oportunamente por la defensa de la encausada Adriana María Pérez Escudero, contra la sentencia mediante la cual el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira la condenó, al declararla responsable de la conducta punible de homicidio culposo.

ANTECEDENTES

Situación fáctica.

Génesis de esta acción fue el accidente de tránsito ocurrido en las primeras horas de la mañana del 13 de mayo de 2003, sobre la carrera 11 con calle 23 área urbana de esta ciudad, con ocasión del cual se produjo el fallecimiento del señor José Wílmar Fernández Castañeda, quien conducía la motocicleta marca Yamaha, identificada con la placa ZRZ-21A, la que colisionó con la camioneta Nissan de placas BLD-918 a la sazón conducida por la señora Adriana María Pérez Escudero.
Actuación procesal.
Obtenida la notitia criminis, la Fiscalía General de la Nación por conducto de su delegado asumió la investigación y al disponer su apertura, bajo la cuerda de la Ley 600 de 2000 compiló la prueba que condujo a esclarecer el hecho.
Luego y mediante proveído calendado el 26 de julio de 2005 se formuló acusación contra la señora Pérez Escudero, como presunta responsable del delito de homicidio culposo de que trata el artículo 109 del Código Penal, la cual fue ratificada por la Fiscalía Delegada ante el Tribunal Superior de Pereira al desatar el recurso de apelación que interpuso la defensa.
Una vez el juez de conocimiento asumió la etapa de juzgamiento, presidió la audiencia preparatoria, en la que se decretó la práctica de pruebas para recogerse en audiencia pública, dentro de la cual se recibió prueba testimonial y se practicó inspección en el sitio de los hechos, para finalizar con los alegatos de las partes.
FALLO DE PRIMER GRADO

El operador judicial de primer nivel, al sopesar el recaudo probatorio, encontró acreditada la materialidad del hecho correspondiente a la muerte del señor Fernández Castañeda, y frente a la responsabilidad de la acusada concretó en su actuar un ingrediente determinante de su culpabilidad a título de culpa, por haber inobservado los reglamentos establecidos en el Código Nacional de Tránsito Terrestre que se compendia en la ley 769 de 2002.
En consecuencia le impuso 24 meses de prisión como pena aflictiva de la libertad y multa equivalente a 20 salarios mínimos legales mensuales vigentes, aunque concedió el sustituto penal de la suspensión condicional de la ejecución de la misma. Se le condenó también a la accesoria de rigor y al pago de los perjuicios morales y materiales causados con la infracción.

IMPUGNACIÓN

El gestor de la defensa en su censura acusa errada interpretación de la juez de primer grado acerca de la valoración probatoria porque en su sentir, omite apreciar y analizar las pruebas que son favorables a la procesada y desconoce la presunción constitucional de inocencia, el in dubio pro reo y la investigación integral.
Sostiene que la inspección judicial y los testimonios de los señores Jaime Pérez Vásquez y Alfonso Hernando Garcés Carmona corroboran el dicho de la acusada, en el sentido de que existían vehículos estacionados sobre la carrera 11 que obstaculizaron su visibilidad para aquellos que se desplazan por la calle 23. Agrega como componente para el accidente el exceso de velocidad con que se desplazaba el motociclista, la falladora aprecia de manera equivocada el dictamen de medicina forense que concluyó que su velocidad no era inferior a 40 kilómetros por hora y que corroboran los testigos al indicar que instantes antes del choque escucharon pasar una motocicleta a alta velocidad.
También cuestiona la defensa la ubicación de la señal de pare, al sostener que ella se encuentra sobre la calle 23 mucho antes de llegar a la esquina de la carrera 11, lo que obliga a los conductores a adentrarse hacia la carrera para poder apreciar el flujo vehicular sobre esta vía, a lo cual suma el estacionamiento indebido de vehículos sobre la margen derecha de esa calzada.
Asegura que estas situaciones no fueron valoradas por la a quo, por lo que solicita se profiera en favor de su mandante sentencia absolutoria, porque obra en autos una duda insalvable que debe ser resuelta en favor de la acusada.
CONSIDERACIONES: 

Competencia.
En virtud de los factores objetivo, territorial y funcional, y de lo preceptuado por el artículo 76 de la Ley 600 de 2000 que rige el presente trámite procesal, esta Sala es competente para conocer y decidir sobre la apelación interpuesta contra el fallo adverso a los intereses de la acusada Pérez Escudero.

Problema jurídico.
Le corresponde establecer a la Corporación si la sentencia recurrida merece su abrogación como lo pide el órgano de la defensa o la modificación, de acuerdo con los resultados que arroje el estudio del material probatorio; en su defecto, si se encuentra dentro de los parámetros legales, habrá de acompañarse al operador jurídico de instancia en su determinación.
SOLUCIÓN:

Control de legalidad.

Aunque este tema no fue objeto de cuestionamiento por los sujetos procesales, sí conviene la Colegiatura en dejar sentado que revisada tanto la actuación procesal como el haz probatorio, no se advierte irregularidad sustancial que afecte el debido proceso en cualquiera de sus manifestaciones, toda vez que se aplicó la ley 600 de 2000 como mecanismo procesal preestablecido, con observancia cabal del juez natural y con plenas garantías para los sujetos procesales.
Por otra parte, a la defensa se le han respetado las garantías que le ofrecen la Carta Política y la ley, sin que se aprecie limitación en sus intervenciones y el uso de los mecanismos para su ejercicio han estado plenamente protegidos.
Materialidad.
La actuación acredita que el fallecimiento del señor Jhon Wílmar Fernández Castañeda, fue consecuencia de las lesiones corporales sufridas a raíz del accidente de tránsito al colisionar con la camioneta marca Nissan con placas BLD-918, cuando se desplazaba en una motocicleta por el área urbana de Pereira.
La noticia sobre este trágico acontecer la dio inicialmente el informe del guarda adscrito al Instituto Municipal de Tránsito y Transporte de Pereira, quien tomó las primeras versiones y elaboró el croquis del accidente
 con fundamento en la posición final de los vehículos comprometidos los cuales relacionó, así como la identidad de sus conductores y aportó tres fotografías.

Se conoció que solamente resultó lesionado el señor Fernández Castañeda, quien sufrió un ‘choque neurogénico por lesión axonal difusa’ lo que causó su deceso hecho que se acredita con la necropsia practicada por el médico forense
, su historia clínica
, su registro civil de defunción
 y la prueba testimonial recaudada.
Con fundamento en estos medios de prueba, no queda duda alguna que la muerte objeto de investigación tuvo su origen en un accidente de tránsito, por el cual se vinculó a la investigación a la señora Adriana María Pérez Escudero quien conducía el vehículo marca Nissan BLD-819 contra el cual colisionó la motocicleta Yamaha de placas ZRZ-21A en la que se desplazaba el hoy occiso.
La conducta de la presunta responsable se encajó dentro de la descripción contenida en el artículo 109 del Código Penal, que define y sanciona el punible de homicidio culposo, con efecto correspondiente al proceso de adecuación típica descrita tanto en la resolución acusatoria como en el fallo de primer grado; esto por cuanto la forma de culpabilidad se determinó dentro del campo de la culpa a términos de la regla 23 ibídem.
Responsabilidad.

En torno a este presupuesto del fallo, se debe comenzar por reseñar los argumentos concentrados en el mismo sobre los cuales el abogado encargado de la defensa cimienta la censura, a partir de la cual se aclimatarán las bases que conduzcan a la decisión que culmine esta segunda instancia.
El operador de primer grado apreció que la carga probatoria se concentra en dos versiones acerca del desarrollo fáctico; la primera indicativa de la responsabilidad atribuible a la acusada por la omisión en una señal de tránsito que le imponía efectuar un pare; y la segunda, que pretende indicar la culpa de la víctima por el exceso de velocidad con que se desplazaba en su motocicleta.
Por manera que al sopesar las evidencias no encontró claridad en las probanzas tendientes a exculpar a la conductora de la camioneta Nissan frente a los posibles obstáculos que restaban visibilidad o al exceso de velocidad que la víctima imprimió a su motocicleta y en cambio sí apreció que Adriana María no respetó la señalización que le imponía hacer una parada al llegar a la intersección de la carrera 11 para permitir el paso de quienes con preferencia se desplazaban por aquella vía.
En síntesis según la a quo, se acreditó que hubo desobediencia a las reglas de tránsito por parte de la acusada, imprudencia que la llevó a actuar por fuera de los límites de la diligencia y cuidado al conducir el automotor en el cual se desplazaba, por lo que al causar aquella colisión se hace responsable de la muerte del ciudadano Fernández Castañeda.
La defensa concentró en tres puntos básicos su disenso, en el primero de ellos indica que sobre la margen derecha de la carrera 11 y antes de la intersección de la calle 23 se encontraban parqueados plurales vehículos que eran sometidos a reparación porque en el sector existen varios talleres de mecánica automotriz, hecho acreditado no solo con la inspección judicial, sino con los testimonios de Jaime Pérez Vásquez y Alfonso Hernando Garcés Carmona, quienes además destacan la gran velocidad del motociclista, aspectos estos que no merecieron análisis en primera instancia.
Al respecto conviene esta Sala en precisar que el cuestionamiento en tal sentido no tiene prosperidad, porque si bien las probanzas podrían ser indicativas de la existencia de vehículos estacionados sobre la margen derecha de la carrera 11, ello no necesariamente conduce a demostrar ausencia de visibilidad, y aunque así lo fuera le asistía la obligación de asomarse con especial prudencia.
Es cierto que al momento de practicarse la inspección judicial, pudo constatarse la existencia de talleres dedicados a la mecánica automotriz y que las reglas de la experiencia enseñan que aquellos trabajadores realizan arreglos temporales en las afueras y andenes aledaños, tal como lo ratifican además varios testimonios, entre ellos los de Pérez Vásquez
 y Garcés Carmona
 quienes precisamente son citados por la defensa.
No obstante aquellas afirmaciones, la costumbre es que allí estacionen vehículos pequeños y en el que se desplazaba la señora Ana María es una camioneta doble cabina, marca Nissan modelo 1999, tipo carrocería de platón, con 2400 c.c., que por sus dimensiones tiene mayor altitud que los automóviles tipo sedan. 
De otro lado y tal vez lo más relevante para la Colegiatura, es que al momento de ocurrir el accidente la señora Adriana María no adujo la existencia de un obstáculo visual sobre la carrera 11; por el contrario, lo que manifestó al guarda de tránsito que atendió el caso y levantó el croquis respectivo, éste lo transcribió en una hoja suelta aportada con el informe, en los siguientes términos:
“Hice el pare, mire, no vi nada y al volver a arrancar vi la moto ya encima, frené pero la moto venía tan rápido que arrastró el carro”.
Igualmente las reglas de la experiencia enseñan que las primeras manifestaciones que hace una persona, siguientes a un acontecimiento que le ha causado conmoción, son espontáneas, sin contaminación, razón suficiente para que deban ser dignas de crédito.
No ocurre lo mismo cuando se le solicita descargos frente a una imputación, porque lo esperado es que ejerza su defensa y tienda por todos los medios a demostrar su inocencia. En tales condiciones la señora Adriana María en su indagatoria inicial sostiene que en el sector existían ‘muchos carros parqueados’, incluso se refiere a uno grande repartidor de gaseosa, que le daba ‘poca visibilidad’ y luego arguye una ‘visibilidad disminuida’, pero en momento alguno sostuvo en la injurada total ausencia de la misma, como ahora lo argumenta su procurador.
Nunca se pudo determinar la existencia de un vehículo de mayor altura como lo sería el mentado camión expendedor de gaseosa o cerveza, ni se identificó con la inspección judicial un sitio de abastecimiento de estos productos en la zona, de suerte que no resulta creíble en tal sentido la manifestación de la acusada y contrariamente, la Sala infiere que existía visibilidad normal tal como en el primer momento luego de ocurrido el accidente de tránsito, la señora Pérez Escudero dijo haber observado la vía y al no avizorar vehículo alguno, prosiguió su marcha.
Un segundo cuestionamiento frente al argumento del fallo a quo, lo hace consistir la defensa en que se acreditó que el motociclista conducía con exceso de velocidad, de tal forma que su conducta imprudente dio al traste con su vida.
En torno a la velocidad que el señor Jhon Wílmar Fernández imprimía a la motocicleta en la que se desplazaba al momento del hecho, precisa esta Corporación que no existe una prueba que determine a ciencia cierta que ella superaba el límite de 60 kilómetros por hora en área urbana que autoriza la norma
. 
El señor Jaime Pérez Vásquez
 dice haber escuchado una motocicleta que se desplazaba a ‘mucha velocidad’ lo cual infiere por el sonido emitido por el vehículo, asegura además que su conductor ‘estaba como cogido de la tarde’ y conceptúa que existía ‘falta de visibilidad’, pero cuando se le pregunta en concreto si pudo apreciar el momento del impacto, responde: “No ví porque yo estaba dentro del taller y cuando sentí fue el golpe…”. 
Esta deducción que hace el testigo sobre la velocidad, a partir del ruido que expelía el vehículo no tiene un soporte técnico ni científico, puesto que la emisión de un sonido en este tipo de aparatos depende en gran medida de su exosto y además el cilindraje de este aparato no es mucho en tanto no supera los 115 c.c., de suerte que era más importante lo que se hubiera podido apreciar con el sentido de la visión y no con la audición.
Por otra parte, el experto en física forense
 concluyó con base en los datos obtenidos, que la velocidad del vehículo 2 (motocicleta Yamaha RX-115), no era menor a 40 kilómetros por hora, cuyo documento no está indicando que hubiera existido exceso de velocidad (más de 60 k/h) en el motociclista, como pretende sostener la defensa, porque la conclusión del dictamen corresponde a una probabilidad, ya que como lo explica el perito, ha de tenerse en cuenta lo verídico de la  información por él recibida, que no siempre es completa o exacta, para realizar los cálculos que arrojaron estos resultados.
De otro lado, las pericias corresponden a conceptos que permiten ilustrar al juzgador sobre ciertas materias especializadas, aunque no necesariamente está en la obligación de acogerlas indeclinablemente, como al unísono se regula en las codificaciones procesales
 al permitir un margen de apreciación acorde con las características del mismo.
El señor defensor pretende imponer la carga consistente en un deber de cuidado al conductor de la motocicleta, arguyendo que debió ser prudente en su transitar. Cierto es que debió ser precavido para afrontar una imprudencia ajena y así evitar una situación como esta, pero contrario al pensamiento de la defensa, la ley que regula la circulación de vehículos automotores, no le imponía esa restricción en su circulación, sino transitar siempre por la derecha
 y no exceder un límite de 60 kilómetros por hora, lo cual aquí no aparece desvirtuado.
Las reglas de tránsito terrestre se han venido perfeccionando con el transcurso del tiempo y el desarrollo tecnológico, y tienen por objeto regular adecuadamente una ágil y continua movilidad no sólo de los automotores, sino de las motocicletas, las bicicletas, los de tracción animal y hasta de los peatones. Esto precisamente con la finalidad de evitar accidentes y por eso reglamenta, entre otras actividades, el derecho de prelación en los cruces viales, para lo cual se ha impuesto un sistema de señalización visual.
La Sala ha tenido en cuenta la inquietud manifestada por el señor defensor, en el sentido de que Jhon Wílmar ingresaba a trabajar a las ocho de la mañana y que por tanto, presentaba retraso en su horario laboral, motivo para presumir la prisa, mas esta misma situación se puede predicar respecto de la señora Adriana María, porque como lo indicó en su injurada
, debía estar en clase en la Universidad a las ocho de la mañana, pero antes debía entregar un trabajo a la profesora de diseño, luego tal presunción que bien puede asemejarse a una especulación, habría que inferirse tanto de la víctima como de la victimaria.
Con todo, la velocidad a la cual se desplazaba Jhon Wílmar Fernández Castañeda no quedó establecida, pero además, así esta hubiese sido excesiva, ello no comporta culpa exclusiva de la víctima ni justifica la actitud de quien le atravesó un vehículo a su paso, ya que ha quedado en evidencia que existió una obstrucción al libre desplazamiento del motociclista, con lo cual se incrementó ostensiblemente el riesgo permitido y ese acrecentamiento se tradujo en el accidente como consecuencia de haber invadido la esfera de confianza que tenía el motociclista en su desplazamiento por la vía, si se tiene en cuenta la prelación que tenía para transitar, todo lo cual lo llevó a confiar en que los demás actuarían prudentemente y respetarían las señales de circulación.
Como último argumento defensivo acusa una mala ubicación de la señalización de tránsito impuesta sobre la calle 23, ya que se encuentra algunos metros antes de llegar a la intersección vial, y que ese impedimento visual enerva la responsabilidad de su mandante, porque tal presupuesto no se acredita y sí surge una duda que debe ser absuelta a favor de la procesada. 
Las señales de tránsito preventivas constituyen un mensaje anticipado que la ley hace a los conductores y peatones, con la finalidad de que adopten las previsiones necesarias para que en observancia de las mismas, asuman una determinada conducta y eviten caer en situaciones de riesgo personal o de inferirlo a otro.
Por esta razón y atendido a que el artículo 110 de la Ley 769 de 2002 impone la obligación de acatar la señalización reglamentaria
 de tránsito, con mayor razón al tener la oportunidad de visualizar el ‘pare’ aéreo con antelación a su llegada a la intersección vial le era aún más forzoso su acatamiento porque le estaba concediendo una distancia razonable para disminuir su velocidad hasta detener la marcha; de la misma forma, la marcación horizontal sobre el pavimento
 le era de ineludible observancia y según se aprecia en las gráficas del folio 11, se encuentra ubicada unos metros antes de la esquina.

Pero es más, tampoco y en ningún caso le es permitido al conductor detener su vehículo sobre un paso peatonal o sobre una intersección
 porque de hacerlo, se constituye en una obstrucción para quienes tienen la prelación de su uso.
Ahora, frente a la legalidad de la imposición de aquella valla reglamentaria de tránsito, ella hace parte del “Manual de Señalización Vial – Dispositivos para la Regulación del Tránsito en Calles, Carreteras y Ciclorutas de Colombia”, integrado dentro de la legislación Colombiana mediante la Resolución 1050 del 5 de mayo de 2004 emanada del Ministerio del Transporte
.
En conclusión, no es postura razonable de la defensa aducir como excusa que pretenda justificar la conducta de su mandante, la ubicación anticipada de la señalización aérea en este caso concreto, porque precisamente si se trata de prevenir debe hacerse antes y no al momento o después, aunque también existe otra señal de ‘pare’ ubicada sobre el pavimento unos metros antes de la intersección vial, que igualmente está obligado a observar el conductor, todo lo cual redunda en el cumplimiento por parte de las autoridades locales del artículo 112 del Código Nacional de Tránsito Terrestre.
Adicionalmente esta Colegiatura debe patentizar que la culpa exclusiva de la víctima como causa excluyente de responsabilidad penal, surge de una situación imprevisible para el sujeto, dentro de unos parámetros de razonabilidad, de tal suerte que le resulte imposible evitar la producción del daño
 y para este asunto concreto, no se acreditó esta situación de apremio o de insuperabilidad para la aquí procesada, sencillamente omitió hacer el pare donde debía efectuarlo y ese comportamiento omisivo se tradujo en la vulneración del bien jurídico de la vida de Jhon Wílmar Fernández Castañeda.
Recapitulando, aprecia la Colegiatura plenamente acreditado con fundamento en la prueba regular, legal y oportunamente recaudada, que la señora Adriana María Pérez Escudero acompañó su conducta con un ingrediente de imprudencia, como producto de la inobservancia de las reglas impuestas mediante el Manual de Señalización Vial, aumentando de esta manera el riesgo que le era permitido en ejercicio de una actividad de suyo peligrosa como lo es la conducción de automotores.
De otro ángulo, quien a su vez se desplaza correctamente por las vías públicas por cualquier medio, confía en que el conductor de los vehículos circulantes no va a aumentar el riesgo, lo que se conoce como confianza legítima en el actuar de aquél tercero, de suerte que si alguien rompe con este esquema, genera una consecuencia jurídica por la cual debe responder, porque de allí surge el nexo de causalidad entre su conducta y el resultado dañino inferido a otro.
En este orden de ideas, la Sala ratificará la sentencia recurrida, máxime que luego de analizar el quantum de pena privativa de la libertad impuesta por el a-quo, se aprecia su congruencia con las previsiones del artículo 61 del Código Penal, dado que se acudió a su menor proporción. Igual suerte corre la restricción que impone a la sentenciada para la conducción de vehículos y la cuantía determinada como pena de multa. Debe dejar consignado la Corporación que en el presente caso no proceden los incrementos punitivos consagrados en el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, porque estos lamentables hechos acaecieron antes de su vigencia y la norma sustantiva no puede aplicarse de manera retroactiva en tanto le es desfavorable a quien aparece como sujeto pasivo de la acción penal, único apelante.
DECISION

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE:

Primero:
Confirmar la sentencia condenatoria objeto de examen en cuanto fue materia de impugnación.

Segundo: Contra esta providencia procede el recurso extraordinario de casación.
COPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

LEONEL ROGELES MORENO



JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Magistrado









Secretario
� Documentos de folios 1 a 11 del primer cuaderno principal.


� Folio 31-34, protocolo de necropsia rendido por el Perito del Instituto de  Medicina Legal y Ciencias Forenses.


� Folio 35, historia clínica del departamento de urgencias de la Clínica Risaralda Ltda.


� Folios 85, registro civil de defunción expedido por el Notario Segundo de Pereira.


� Folios 104 a 105. “Había un taxi donde un eléctrico, ubicado por ahí por la carrera 11 con 23 y 24 y había un automóvil viejo, con un Dodge Alpine, estaban con la tapa levantada porque eran carros varados… esa carrera 11 y la 23 es muy congestionada, es decir, mucho camión, vehículos, camionetas sobre los andenes, aunque en ese momento del accidente no habían vehículos sobre los andenes, pero sí sobre la vía”.


� Folios 106 vto. “Al frente del taller donde yo estaba ubicado había un taxi, recostado junto al anden del taller, y más adelante, como a cincuenta metros, había un carro pequeño particular, tenía el capot abierto …”.


� Artículo 106 de la Ley 769 de 2002, Código Nacional de Tránsito Terrestre: “LÍMITES DE VELOCIDAD EN ZONAS URBANAS PÚBLICO. En vías urbanas las velocidades máximas serán de sesenta (60) kilómetros por hora excepto cuando las autoridades competentes por medio de señales indiquen velocidades distintas”.


� Folios 104 a 105, declaración rendida el 18 de marzo de 2004.


� Folios 94 a 97 Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses.


� Artículos 241 del C. de P. Civil, 257 de la Ley 600 de 2000 y 420 de la Ley 906 de 2004.


� Artículos 68 y 94 de la Ley 769 de 2002.


� Véase folio 77 vto. “… yo iba para la Universidad Andina, porque tenía clase a las ocho de la mañana y primero iba a entregar un trabajo a la profesora de diseño…”.


� Artículo 110 Ley 768/2002: “Señales reglamentarias: Tienen por objeto indicar a los usuarios de las vías las limitaciones, prohibiciones o restricciones sobre su uso y cuya violación constituye falta que se sancionará conforme a las normas del presente código”.


� Artículo 110, Parágrafo Primero.


� Artículo 66 in fine, Inciso 2º.


� Autorizado para el efecto mediante el artículo 5º de la Ley 769 de 2002.


� C. S. de J. Casación 33.682 de 17 de marzo de 2010, M.P. Augusto J. Ibáñez Guzmán.
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